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1. LOS CARACTERES CLASICOS DEL REGIMEN JURIDICO-PUBLICO

Si tuviésemos que delimitar las caracteristicas diferenciadoras
del régimen juridico-publico de las del régimen juridico-privado, de-
berfamos cifrarlas en que, en el primero, prima el sometimiento de
la autonomia de la voluntad al principio de vinculacién positiva a la
legalidad vy, paralelamente, dichas emanaciones de voluntad gozan
del privilegio de la autotutela declarativa y ejecutiva. Por contra, en
el régimen juridico-privado rige el principio de libertad de configu-
racién de la autonomia de la voluntad y el sometimiento jurisdiccio-
nal respecto de la declaracion de derechos y de la ejecucién de los
mismos.

La razén que ha presidido la aparicién de las mencionadas carac-
teristicas en el régimen juridico-publico es la propia razén de ser del
Derecho administrativo, esto es, el constituir un equilibrio entre las
prerrogativas del poder publico en beneficio de la consecucién del
interés publico y los controles de dichas prerrogativas en beneficio
de las garantias de libertad de los ciudadanos.

Sin embargo, estas posiciones iniciales, ni eran tan claras y deli-
mitadas en sus mismos origenes, ni han permanecido inalteradas,
sino que, al contrario, han sufrido una profunda evolucién.

Asi, nunca el poder ejecutivo ha actuado sélo a través del Dere-
cho administrativo, sino que siempre una parte de su actividad ha
estado regulada por el Derecho privado, y siempre han existido orga-
nizaciones de particulares que han ejercitado por delegacién poderes

Revista de Administracion Publica 7
Num. 133.Enero-abri} 1994



LUIS ORTEGA

publicos; principalmente hay que referirse, a este respecto, a los con-
cesionarios y a las corporaciones de Derecho publico.

De igual modo, la situacién inicial donde se construye la base
dogmatica del Derecho administrativo ha variado profundamente.
Esta situacién inicial se caracteriza por la existencia de un poder pu-
blico monopolizado por el Estado, como poder contrapuesto al de la
sociedad; por un interés publico diferenciado del interés privado, por
una organizacién estatal del ejercicio del poder publico, y de un po-
der publico basado esencialmente en el ejercicio de la autoridad en
base a la cual se afectaba a los derechos de propiedad y libertad de
los ciudadanos.

Esta situacion se corresponde directamente con la del Estado li-
beral en su concepcién mas pura, esto es, la de un Estado censitario
en el que la ley protege los intereses esenciales del tinico cuerpo elec-
toral existente, limitando la actuacion de la Administracién, respecto
de la libertad y la propiedad, a aquellos casos en que se antepongan
para su realizacién los intereses publicos a los privados.

2. EL CAMBIO DE LA BASE SOCIO-POLITICA: HETEROGENEIDAD
DE LOS INTERESES PUBLICOS, FRAGMENTACION DEL PODER
Y PARTICIPACION DE LOS GRUPOS SOCIALES ORGANIZADOS
EN LA COMPOSICION DEL INTERES GENERAL

Sin embargo, a medida en que se vaya produciendo la plena de-
mocratizacién del Estado mediante la universalizacién del derecho
al voto, se produce, paralelamente, una diversificacién de los intere-
ses publicos. Es decir, de aquellos intereses a los que la ley otorga un
régimen juridico de especial proteccién e implantacién a través de su
institucionalizacién y consiguiente atribucién a una Administracién
publica. Este proceso sigue la légica de las necesidades electorales de
los partidos politicos de obtener el méaximo respaldo electoral acu-
diendo a satisfacer los intereses propios del mayor nimero de gru-
pos sociales. Ahora bien, el mismo proceso acentia su complejidad
hasta limites insospechados, de forma que, como destacara GIANNINI,
el abanico de los intereses publicos acaba siendo tan heterogéneo
como el de los intereses privados. Dicho de otra forma, todo grupo
social o toda organizacién minimamente compleja acaba obtenien-
do, por parte de los poderes pablicos, un determinado grado de pro-
teccién pablica de sus intereses de grupo. El resultado no es otro que
una situacién en la cual el ordenamiento juridico contempla cémo
los poderes publicos defienden, amparan y promocionan intereses
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contradictorios entre si, o al menos con el mismo grado de contra-
diccién que el existente en el terreno social.

Al dato anterior se le debe sumar otro proceso, también derivado
del principio democratico en su derivacién del pluralismo, que es el
de la fragmentacién del poder, la cual, como destaca DENTE, plantea
la duda de que el sistema de poderes sea o incluso pueda ser gober-
nado para la consecucién de objetivos generales. Esta fragmentacién
es de un triple orden. Dentro del tradicional poder estatal, se produ-
ce una complejidad organizativa de tal dimensién que se hace dificil,
en muchas ocasiones, la reconduccién a la unidad, de forma que
s6lo acaban gozando de un instrumento de debate unitario aquellos
asuntos que por su importancia aparecen en la mesa del Consejo de
Ministros. Esta dificultad de reconduccién a la unidad se acentia,
como es légico, en situaciones de Gobiernos de coalicién.

Paralelamente, se ha producido la generalizacién del fenémeno
de la descentralizacién politica, que, en lo que nos interesa, supone
un triple planteamiento. De una parte, la iniciativa normativa de que
gozan los entes con autonomia politica supone una ruptura del mo-
nopolio normativo de declaracién del interés publico que antes reali-
zaba unicamente el Parlamento estatal. En segundo término, la mis-
ma autonomia politica hace que prime una distinta interpretacién de
desarrollo normativo respecto a los intereses publicos declarados por
la legislacién estatal. Por ltimo, el pluralismo politico-territorial
puede configurar diferentes mayorias politicas que hagan primar, en
cada parte del territorio, diferentes intereses sociales, en funcién del
cumplimiento de cada uno de los programas electorales.

Esta fragmentacién del poder se produce, ademads, en el hecho de
que el ordenamiento ha institucionalizado la actuacién de grupos so-
ciales como portadores de intereses publicos. Las principales mani-
festaciones de esta corriente estdn constituidas por los partidos poli-
ticos y por las organizaciones empresariales y sindicales. Los prime-
ros, en un sistema democratico, son fundamentales a la hora de
valorar la actuacién de los poderes publicos, tanto por el contenido
de sus propuestas programaticas, como por su capacidad de designa-
cién de los responsables del aparato de gobierno bajo cuyo mando se
sitian las administraciones publicas. Los segundos forman parte de
uno de los mecanismos de legitimacién social mas habituales en los
sisternas occidentales, donde se ha implantado una estructura de Es-
tado de bienestar. A estos nuevos protagonistas del ejercicio de los
poderes publicos se suman los innumerables entes asociativos que
concurren en el sistema de toma de decisiones publicas y en su eje-
cucion a través de los mecanismos de participacién, que analizare-
mos a continuacion.
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Lo que debe destacarse de esta fragmentacién del poder publico,
es la atenuacién del instrumento clasico de actuacién de las organi-
zaciones administrativas: la orden jerarquica. A esta estructura de
poder publico fragmentado no se la representa ya, como ha destaca-
do RUFFOLO, con la imagen de la piramide, sino la del archipiélago.
Por ello, al escalén jerarquico le ha sucedido el valor de la informa-
cién, como elemento que privilegia a un determinado grado de poder
publico.

Antes nos referiamos a los mecanismos de participacién como
uno de los elementos de la nueva fragmentacion del poder. Sin em-
bargo, la participacién tiene otros datos que conviene poner de ma-
nifiesto, respecto al problema de la delimitacién de los intereses pa-
blicos.

ParREJO ha planteado, recientemente, de forma abierta, cémo una
de las limitaciones que tiene hoy dia la aplicacién del principio de le-
galidad a las Administraciones publicas es el caracter genérico de los
mandatos legales que sélo llegan a operar como meras habilitaciones
generales de los poderes publicos, pero sin una capacidad efectiva de
prescripcién de actuaciones concretas. Ello provoca el que la norma
produzca, ciertamente, la necesaria legitimacién juridica de los po-
deres publicos, pero no da una solucién a la hora de determinar el
interés social concreto que debe prevalecer en una situacién singu-
lar. De aqui que, tanto para medir las necesidades reales, como para
producir una legitimacién social de la actuacién de las Administra-
ciones publicas, éstas acuden al mecanismo de la participaciéon de
los sectores sociales implicados, bien en la adopcién de una decisién,
bien para la ejecucion de una decisién ya adoptada. Ahora bien, des-
de el punto de vista de la legitimidad de esta actuacién administrati-
va, hay que sefialar una contraposicién latente entre los elementos
normativos y los elementos participativos de una actuacién adminis-
trativa. Los primeros se configuran a través del sistema de represen-
tacién politica basado en la igualdad de voto de todos los ciudada-
nos. Sin embargo, la participacién requiere un plus de actividad ciu-
dadana, requiere una capacidad de organizacién del grupo social, lo
que genera una desigualdad entre los ciudadanos respecto al grado
de agregacién de sus intereses sectoriales. Acudir, por tanto, a la via
de la participacién como la via para la depuracién terminal del inte-
rés publico supone, de hecho, realizar una composicién entre los in-
tereses publicos normativos y los intereses sociales de los grupos or-
ganizados.
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3. UNNUEVO PROBLEMA DOGMATICO: EL PRINCIPIO DE EFICACIA
Y SUS INSTRUMENTOS NORMATIVOS Y PERSONALES

A consecuencia de los rasgos antes sefialados —la heterogeneidad
de los intereses publicos, la fragmentacién del poder, y la composi-
cién del interés general con los de los grupos sociales organizados—,
la actuacién administrativa ha evolucionado abarcando nuevos sec-
tores de actividad y nuevas formas de actuacién que han provocado
ulteriores puntos de evolucién. El principal lo constituye, sin duda,
el paso de la actividad de autoridad a la actividad de prestacién e in-
termediacién social. Decimos que es el principal, quizas destacando
el gran giro que se produce en los principios juridicos que lo rigen,
que se puede equiparar a la evolucion conceptual que media entre la
formulacién del Estado de Derecho y la del Estado Social. En la acti-
vidad de autoridad, donde debe presidir el Estado de Derecho, prima
la garantia de una actuacion administrativa conforme a Derecho. En
la actividad de prestacién, la administracién no atenta con su actua-
cién a los derechos individuales del ciudadano, sino que pretende
implantar derechos colectivos en su beneficio. Incluso, como sefnala
MARTIN REBOLLO, muchos derechos constitucionales precisan para
su plenitud del concurso de la Administracién. El giro aquf es doble:
primero, la garantia individual se formula frente a la inactuacién ad-
ministrativa que pueda privar al ciudadano del servicio publico y, se-
gundo, no basta con resultado de garantia juridica, sino que son fun-
damentales los resultados del servicio, porque es en la mediciéon del
resultado donde se puede concretar el contenido del derecho de pres-
tacién. Resultado que en muchos casos lo podra concretar el legis-
lador en base a estindares medios de cantidad, calidad o tempora-
lidad.

Ahora bien, esta obtencién del resultado introduce un nuevo ele-
mento de reflexién y es el de la imputacién de la responsabilidad res-
pecto de dicho resultado. Dentro del ambito de la actuacién de auto-
ridad la responsabilidad se imputa a causa del incumplimiento de la
norma v, del mismo modo, el juego prevalente del principio de legali-
dad hace que el margen de autonomia de la voluntad de la adminis-
tracién sea muy reducido. Por ello, si no existe un margen de auto-
nomia o libertad en el sistema de toma de decisiones, no es posible
realizar una imputacién de resultados, ya que éstos serian conse-
cuencia de la norma.

Sin embargo, cuando nos movemos en el ambito de la actividad
de prestacién, si se quiere producir una imputacién de los resultados
al agente publico como elemento de determinacién de responsabili-
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dades o introduccién de incentivos y estimulos de rendimiento pro-
fesional, ello sélo es posible si tal agente ha contado en el proceso de
toma de decisiones con un margen de autonomia, bien sea en la fija-
cién de objetivos, en la busqueda de recursos disponibles o en la
eleccién de los recursos utilizados.

De forma paralela a lo anterior, se debe plantear cuales deben ser
las consecuencias derivadas del proceso de imputacién de responsa-
bilidades. La relacién estatutaria de que goza el funcionario hace
que la imputacién de responsabilidades desfavorables esté sometida
a una regulacién juridica precisa, ya que dicha relacion estatutaria le
otorga especiales garantias respecto™ su carrera profesional. Por
ello, la introduccién de la imputacién de malos resultados de gestién
no es una tarea sencilla, mdas aun, si la consecuencia légica a una
mala gestién fuese la remocién de su puesto de trabajo.

Asi pues, sin resolver el dilema, respecto al principio de vincula-
cién positiva, del grado de autonomia de la voluntad del agente pu-
blico en el sistema de toma de decisiones y sin resolver el procedi-
miento de imputacién de responsabilidades, no es posible formular
la garantia del resultado de un interés publico de prestacién.

4, Lo PUBLICO COMO DECISION DEMOCRATICA DE CONSECUCION DE UN FIN

Sin duda, por estas razones, se esta produciendo un desplaza-
miento progresivo de la actuacién de las Administraciones publicas
hacia organizaciones de origen publico, pero constituidas y someti-
das al régimen del Derecho privado. Pero ello no acaba de resolver el
problema. En efecto, es cuestionable que estas organizaciones de
origen publico sometidas al Derecho privado, gocen de una absoluta
autonomia de la voluntad y que no tenga ningin valor juridico la
vinculacién al fin piblico para el que fueron creadas.

Como ha puesto de relieve CASSESE, la consideracién del fin pasa
a ser un elemento primordial para la reordenacién del ambito de lo
publico. Probablemente el actual dilema entre el papel de la sociedad
y del Estado no es otro que el decidir cual de ellos se configura en un
futuro inmediato como agente hegemoénico de transformacién so-
cial. Ello quiere decir, que hoy dia, no hay intereses o 4mbitos de ac-
tuacién que le estén vedados a los poderes publicos. Nuestra Consti-
tucién es una confirmacién de ello. En efecto, en un sistema demo-
cratico, queda en manos de los ciudadanos valorar su propio modelo
social y, dentro de esta valoracién, se encuentran unos determinados
resultados de bienestar social. Desde esta perspectiva, la diferencia-
cién entre lo publico y lo privado se sitiia en aquellos resultados so-
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ciales impulsados desde los poderes publicos y aquellos otros cuyo
impulso parte directa e inmediatamente de los agentes privados.

Ahora bien, sabemos que hoy dia los intereses publicos se satisfa-
cen de muy diversa forma en cuanto se refiere a sus instrumentos or-
ganizativos. Entre estos instrumentos organizativos se sitian, como
ya hemos sefialado, organizaciones de origen piblico sometidas al
Derecho publico, organizaciones de origen publico sometidas al De-
recho privado, organizaciones de origen privado sometidas al Dere-
cho publico y organizaciones de origen privado sometidas al Dere-
cho privado. No es, por tanto, la naturaleza juridica de un ente, ni el
Derecho que es aplicable el que nos da la clave para saber si estamos
situados ante un interés piiblico o privado.

A mi juicio, el proceso de interpenetracion entre Estado y socie-
dad que se produce con la extensién y profundizacién de la demo-
cracia politica, tiene como resultado el que lo publico no se defina
por el agente que lo realiza, sino por el conjunto de objetivos socio-
econémicos respecto de los cuales el Estado pretende obtener unos
resultados determinados, es decir, objetivos cuyos resultados no se
dejan indiferentemente a la mera iniciativa privada y al juego de las
reglas del mercado.

Ahora bien, la paradoja consiste en que nada impide que el Esta-
do considere que el juego de las reglas del mercado son el mejor ins-
trumento para la consecucién de sus objetivos programaticos en re-
lacién a determinados tramos o sectores de actividad ni que, como
es algo ya habitual, someta sus propias organizaciones a las reglas
del Derecho privado.

De la crisis del Estado liberal se produjo la entrada del Estado en
el mercado como propietario de bienes de produccién para, a través
de sus recursos econémicos, salvar al mercado. Nos habfamos acos-
tumbrado, asi, a que se aplicase el Derecho privado al Estado en
cuanto sujeto o agente econémico. De la crisis del Estado de bienes-
tar se produce, en cambio, que el mercado se presenta prima facie
como la alternativa para que el Estado «economice», de acuerdo con
la eficacia y la eficiencia, sus recursos para la mejor consecucién de
sus objetivos publicos. De aqui que la recuperacién del Derecho pu-
blico como el instrumento idéneo para la obtencién de los resultados
publicos debe realizarse a través de una triple vertiente. De un lado,
destacando las mayores cotas de garantias y derechos que el ciuda-
dano obtiene a través de la norma publica, por ejemplo igualdad y
responsabilidad objetiva. De otro, flexibilizando, en términos de per-
sonal y contratacién, la actuacién administrativa para obtener la de
calidad y la rapidez que hoy demandan los ciudadanos a los servicios
publicos. Finalmente, exigiendo el levantamiento del velo de las per-
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sonificaciones interpuestas para el control de los fines publicos que
estuviesen en el inicio de la decisién publica de la creacién de una
sociedad privada y la aplicacién de determinados principios en su
actuacién, como la publicidad y la transparencia.

Una manifestacién normativa de lo que estoy diciendo la encon-
tramos en la regulacién del ambito competencial del Tribunal de
Cuentas. El fin publico es el control de las cuentas y de la gestién
econémica del Estado y del sector publico. Pues bien, a estos efectos,
el sector publico comprende las organizaciones de origen piblico so-
metidas al Derecho privado y dicho Tribunal extiende su control a la
fiscalizacién de las ayudas econémicas o financieras que dicho sec-
tor publico otorgue a organizaciones de origen privado sometidas al
Derecho privado. Es decir, que una ayuda obtenida por una empresa
de origen privado con fondos de una empresa de origen publico so-
metida al Derecho privado, que se utiliza con arreglo al Derecho pri-
vado, no deja de quedar vinculada al fin publico contenido en la nor-
ma o en la decisién que genera dicha ayuda.

Otro ejemplo lo encontramos en la regulacién constitucional de
los limites del derecho de huelga. Estas limitaciones hacen referen-
cia a los servicios esenciales de la comunidad. Pues bien, la conclu-
sién que se obtiene del concepto de servicios esenciales es que no to-
dos los servicios en manos de las organizaciones de origen publico,
ya sean publicas o privadas, son considerados servicios esenciales.
Por contra, obtienen tal consideracién numerosos servicios presta-
dos por organizaciones de origen privado sometidos a las reglas del
Derecho privado.

En definitiva, esta interpenetracién profunda de lo publico y lo
privado no es sino una consecuencia de la recuperacién por parte de
la colectividad de su plena soberania politica, en ejercicio de la cual,
mediante el proceso ordenado por la norma democratica, puede fijar
sus opciones de forma de vida social, entre las que se encuentran el
conjunto de resultados socioeconémicos respecto de los que reclama
su obtencion y garantia. A ello se une el hecho de que en nuestro or-
denamiento constitucional no hay ningun sector de actividad respec-
to del cual no se pueda producir la atribucion a los poderes publicos
de la funcién de obtener unos determinados resultados. Son signifi-
cativos a tal efecto los objetivos del apartado 2 del articulo 9 encami-
nados a la promocién de las condiciones que hagan real y efectiva la
libertad y la igualdad de los individuos y de los grupos en que se in-
tegran y la declaraciéon de subordinacién de la riqueza del pais al in-
terés general, contenida en el articulo 128.

Un tercer elemento lo constituye el caracter instrumental respec-
to a los objetivos publicos que tienen las organizaciones que los lle-
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van a cabo y el régimen juridico que regula su actuacién. No en vano
una de las caracteristicas de la evolucién de nuestro ordenamiento
juridico en las ultimas décadas ha sido, de un lado, la privatizacién
de la actividad publica y, de otro, la publificacién de la actividad pri-
vada.

Sin embargo, esta interpenetracién hace que surjan nuevos pro-
blemas. Uno de ellos es el de la nueva juridificacién de este modelo
basado en la utilizacién de instrumentos mixtos y de las reglas que lo
deben presidir. Es decir, hay que depurar los elementos diferenciales
que deben presidir las organizaciones de origen publico, sea cual sea
el régimen juridico al que esté sometida su actuacién, basadas en el
hecho de que tales organizaciones son producto de una decisién ins-
titucional y no derivada de la autonomia privada de los individuos.
Hay que.depurar cuales de los actuales elementos diferenciales de-
ben ser modificados en atencién a los fines que justifican la creacién
institucional de una organizacién, primando las necesidades de al-
canzar los objetivos implicitos en tal fin respecto a una aplicacién
mecdnica de reglas basadas en la naturaleza institucional de dicha
organizacién. Por ultimo, hay que clarificar los elementos comunes
a las organizaciones de origen publico y las organizaciones de origen
privado.

Algunos ejemplos pueden ilustrar este debate. La normativa cons-
titucional no impide la creacién de una organizacién de origen pu-
blico sometida al Derecho privado con el mero fin de obtener, me-
diante el libre juego de las reglas del mercado, recursos econémicos.
Actividad, por otro lado, que vienen desarrollando los estados desde
la época del mercantilismo y la ilustraciéon. El fin pablico no serfa
otro que el aumentar los recursos de la tesoreria del Estado. Pues
bien, ¢habria que determinar en qué medida este fin publico modula
la actividad de dicha empresa de forma diferenciada a las del sector
en cuanto a transparencia de su gestién, al uso de informacién privi-
legiada, etc.?, o ¢es predicable que dicha empresa actie bajo un
idéntico régimen juridico que las empresas de origen privado que
operan en el sector?

Segundo ejemplo. Cuando la norma varia el fin institucional de
una organizacién de origen publico sometida al Derecho publico, ¢es
posible predicar un régimen juridico nuevo acorde al nuevo fin? Si la
organizacién publica sanitaria pasa de tener como fin la mera poli-
cia sanitaria a la prestacién del servicio publico de la salud, ¢no de-
berian cambiar sus reglas de actuacién con relacién a la gesti6én de
recursos econémicos y de personal? Hay innumerables ejemplos.

Sin embargo, lo que nos queda por delante es, en definitiva, una
nueva reformulacién del principio de la autonomia de la voluntad de

15



LUIS ORTEGA

as organizaciones de origen publico, tanto para facilitar a las estruc-
uras burocréticas el cumplimiento de los fines publicos, como para
nantener dentro del control publico a las organizaciones de origen
»iblico que actiian en el Derecho privado.

NOTA BIBLIOGRAFICA

CASSESE, Le basi del Diritto Amministrativo, Einaudi, Torino, 1989.

JENTE, Governare la frammentazione, Il Mulino, Bologna, 1985.

31ANNINI, Derecho administrativo (trad. esp.), MAP, Madrid, 1991.

VIARTIN REBOLLO, Constitucién, Derecho administrativo y Estado autonémi-
co, Asamblea Regional de Cantabria, Santander, 1990.

>AREJO, Crisis y renovacion en el Derecho publico, CEC, Madrid, 1991.

RUFFOLO, La qualita sociale, Laterza, Roma-Bari, 1985.

16



	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 133 Enero-Abril 1994
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	SUMARIO
	ESTUDIOS
	L. Ortega. El reto dogmático del principio de eficacia
	J. L. Pinar Mañas. Privatización de Empresas públicas y Derecho comunitario
	S. del Saz Cordero. La huida del Derecho administrativo: últimas manifestaciones. Aplausos y críticas
	J. M.ª Fernández Pastrana. Los supuestos del recurso de casación para la unificación de doctrina: una necesaria reinterpretación
	E. García-Trevijano Garnica. La función consultiva de las Administraciones Públicas, con especial referencia al Consejo de Estado y las Comunidades Autónomas
	M. Beladiez Rojo. La nulidad y la anulabilidad. Su alcance y significación
	B. Pendás García. Una confianza audaz en el Derecho. A propósito del Libro-homenaje a E. García de Enterría

	JURISPRUDENCIA
	Comentarios monográficos
	L. Miguez Macho. La reglamentación administrativa de la actividad comercial por las Comunidades Autónomas en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional
	J. M.ª Peñarrubia Iza. El control de la discrecionalidad administrativa en la función militar
	J. F. López-Font Márquez. La apertura de los procedimientos nacionales de adjudicación de contratos públicos a las empresas de otros Estados miembros de la Unión Europea
	M.ª J. Gallardo Castillo. Seis años de jurisprudencia sobre jubilaciones anticipadas: La consagración de la impunidad del legislador

	Notas
	T. Font i Llovet y J. Tornos Mas. Contencioso-administrativo: En general
	R. Entrena Cuesta. Contencioso-administrativo: Personal


	CRÓNICA ADMINISTRATIVA
	España
	J. M. Díaz Lema. El régimen de las autorizaciones de los Centros privados de Enseñanza no universitaria
	M. Delgado-Iribarren García-Campero. Consideraciones en torno a las relaciones entre el Ordenamiento comunitario europeo y el Ordenamiento interno
	P. García-Escudero Márquez. La Comisión General de las Comunidades Autónomas. Reforma del Reglamento del Senado
	M. Gómez Puente. I Coloquio Internacional sobre Administración Pública y Comunidades Autónomas
	J. M. Alegre Ávila. X Congreso Ítalo-Español de Profesores de Derecho Administrativo. Las ciudades metropolitanas/Los bienes culturales. Bolonia-Florencia, 14-16 octubre 1993

	Extranjero
	M. Beltrán de Felipe. La puesta en marcha de las Áreas Metropolitanas en Italia: el caso de Bolonia


	DOCUMENTOS Y DICTÁMENES
	Parques Nacionales y Organización del Estado en la Europa Comunitaria
	M. Maciá. Publicaciones oficiales: El «Diario Oficial de las Comunidades Europeas» «DOCE»
	Reglamento CEE, EURATOM sobre plazos, fechas y términos. Núm. 1182/71 del Consejo de 3 de junio de 1971. «DOCE»
	L. Martín-Retortillo Baquer. Aviso sobre Tesis doctorales en elaboración

	BIBLIOGRAFÍA


